
MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

13314 ORDEN de 6 de junio de 1984 sobre creación de 
tres nuevos Centros de Inspección del Comercio Ex­
terior y reestructuración parcial de los existentes.

Excelentísimo señor:

El artículo primero del Real Decreto 3377/1978, de 29 de di­
ciembre («Boletín Oficial del Estado» de 16 de febrero de 1979), 
sobre Administración territorial del Ministerio de Comercio y Tu­
rismo, fijó en 28 los Centros de Inspección del Comercio Exte­
rior en las localidades que se determinara por dicho Departa­
mento, lo que se realizó por Orden ministerial de 18 de febrero 
de 1979 («Boletín Oficial del Estado» de 6 de marzo).

Desde entonces se ha. producido un extraordinario y progresi­
vo incremento de las exportaciones, principalmente de productos 
perecederos sometidos al preceptivo control de su calidad por 
parte de los Servicios de Inspección del comercio exterior de la 
Secretaría de Estado de Comercio, tanto en el puerto de Alge- 
ciras y por la Aduana interior de Burgos como de los origina­
rios de Aragón. Es preciso, además, mejorar y agilizar el con­
trol de calidad de dichas exportaciones en beneficio del sector 
y del propio servicio. Por todo ello, se hace necesario la creación 
de tres nuevos Centros de Inspección del Comercio Exterior en 
Algeciras, Burgos y Zaragoza.

Al mismo tiempo, a fin de evitar el incremento del gasto 
público conforme a lo establecido en el artículo 7.º de la vigente 
Ley de Presupuestos Generales del Estado y teniendo en cuenta 
las actuales necesidades del servicio, se reestructuran los Cen­
tros de Inspección del Comercio Exterior de tercera categoría y 
el Centro de Inspección de Cartagena.

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el ar­
tículo 2.º de la Ley de Procedimiento Administrativo y obtenida 
la previa aprobación de la Presidencia del Gobierno a que se 
refiere el artículo 130.2 de la mencionada Ley, este Ministerio 
ha tenido a bien disponer lo siguiente:

Primero—Se crean tres nuevos Centros de Inspección del Co­
mercio Exterior en Algeciras, Burgos y Zaragoza, dependientes 
de las correspondientes Direcciones Territoriales de Economía 
y Comercio.

Segundo—Dichos Centros de Inspección quedan clasificados 
en la tercera categoría administrativa.

Tercero.—Se suprime el Negociado de Asistencia Técnica y 
Laboratorio en los Centros de Inspección del Comercio Exterior 
de tercera categoría administrativa, asi como la Sección de Asis­
tencia Técnica y Laboratorio del Centro de Inspección de Car­
tagena.

Cuarto—El artículo 1.º del Real Decreto 3377/1978, de 29 de 
diciembre, y el artículo 3.º de la Orden del Ministerio de Comer­
cio de 4 de marzo de 1975 quedan modificados por ¡o dispuesto 
en esta Orden ministerial.

Quinto.—La presente Orden ministerial entrará en vigor el 
día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Lo que comunico a V. E. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 6 de junio de 1984.
BOYER SALVADOR

Excmo. Sr. Secretario de Estado de Comercio.

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL

13315 CORRECCION de erratas de la Orden de 27 de 
abril de 1984 por la que se regula el aplazamiento 
o fraccionamiento en el pago de cuotas de la Se­
guridad Social.

Padecidos errores en la inserción de la citada Orden, publi­
cada en el «Boletín Oficial del Estado» número 111, de 9 de 
mayo de 1984, se transcriben a continuación las oportunas rec­
tificaciones:

En la página 12671, artículo 13, en la tercera línea del núme­
ro 2, donde dice: «... y la de paro», debe decir: «... y la de 
pago».

En la misma página, disposición adicional, en la quinta lí­
nea del número 1, donde dice: «de la cuotas debidas», debe 
decir: «de las cuotas debidas».

MINISTERIO
DE INDUSTRIA Y ENERGIA

13316 REAL DECRETO 1116/1984, de 9 de mayo, sobre 
restauración del espacio natural afectado por las 
explotaciones de carbón a cielo abierto y el apro­
vechamiento racional de estos recursos energéticos.

En virtud de lo dispuesto en el articulo 5.º, 3, de la Ley 
de Minas, de 21 de julio de 1973; el Real Decreto 2994/1982, de 
15 de octubre, sobre restauración del espacio natural afectado 
por actividades mineras, configura un sistema que fija las 
condiciones de protección del medio ambiente, en el aprove­
chamiento del conjunto de los recursos minerales, que son 
objeto de la Ley de Minas.

En el caso de la minería del carbón a cielo abierto, dadas 
las características de los yacimientos y las explotaciones, que 
en los últimos años han venido alcanzando un gran desarro­
llo, se precisa una normativa específica, en orden al aprove­
chamiento racional de estos recursos energéticos, y a la res­
tauración del espacio natural afectado por las explotaciones 
mineras. Motivos ambos que han dado lugar a la aprobación, 
por parte del Congreso de los Diputados, de una proposición 
no de Ley, instando al Gobierno al establecimiento urgente de 
medidas de ordenación de las actividades extractivas a cielo 
abierto.

La presente disposición viene a complementar, en materia 
de restauración, el citado Real Decreto 2994/1982, a la vez que 
obliga al titular de la explotación a presentar para su aproba­
ción ante los órganos administrativos competentes planes de 
explotación y restauración debidamente coordinados, según la 
normativa a desarrollar por el Ministerio de Industria y Ener­
gía dirigida a los fines expuestos.

Por lo que se refiere a las explotaciones en actividad, se 
obliga, en cualquier caso, a prever la restauración de las áreas 
que hayan de explotarse en el futuro, y considera la posibili­
dad de restaurar o corregir, al menos en parte, los efectos 
negativos ya ocasionados al medio por labores anteriores.

Dadas las características de esta minería, el plan de restau­
ración se realiza, en su mayoría, formando parte de las labores 
de explotación, y por ello se ha seguido el criterio de que el 
titular de dichas labores quede obligado, en cualquier caso, 
a ejecutar por sí mismo el plan de restauración, a la vez que 
se prevé la exigencia de garantías para que los trabajos pen­
dientes puedan ser completados en el caso de cesar la actividad 
extractiva.

Por otra parte, debe tenerse en cuenta que el presente Real 
Decreto, al regular los planes de explotación y de restauración, 
señala su contenido mínimo, esto es, básico, pudiendo las Co­
munidades Autónomas que posean competencias legislativas al 
respecto establecer normas adicionales de protección.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Industria y Ener­
gía, previo informe de la Comisión Interministerial del Medio 
Ambiente, de acuerdo con el Consejo de Estado y tras la deli­
beración  del Consejo de Ministros en su reunión del día 9 de 
mayo de 1984,

DISPONGO:

Artículo 1.° La presente disposición tiene por objeto regu­
lar el contenido mínimo de los planes de explotación y de 
restauración en las explotaciones de carbón a cielo abierto, 
pudiendo las Comunidades Autónomas, en el ámbito de su com­
petencia, establecer normas adicionales al respecto.

Art. 2.° El plan de explotación.—Los titulares de todas las 
explotaciones de carbón a cielo abierto deberán presentar para 
su aprobación, ante la Dirección Provincial del Ministerio de 
Industria y Energía o, en su caso, el órgano de la Comunidad 
Autónoma competente en materia de minería, un plan de explo­
tación, para caída una de ellas, ajustado a las normas técnicas 
que para su elaboración disponga el Ministerio de Industria 
y Energía, en orden al aprovechamiento racional de estos re­
cursos energéticos y la restauración del espacio natural.

Art. 3.” El plan de restauración.—1. Los titulares de todas 
las explotaciones de carbón a cielo abierto, con el fin de pro­
ceder a la restauración de los efectos ocasionados por las labo­
res en el espacio natural, deberán presentar para su aprobación, 
ante la Dirección Provincial del Ministerio de Industria y Ener­
gía o, en su caso, el órgano de la Comunidad Autónoma com­
petente en materia de minería, un plan de restauración coordi­
nado con el de explotación, y ajustado a las normas que para 
su elaboración disponga el Ministerio de Industria y Energía.

2. El plan de restauración contendrá:

2.1 Parte informativa sobre las condiciones existentes antes 
del comienzo de la explotación, que servirá de base para la 
elaboración del plan, incluyendo, como mínimo, lo siguiente:

a) Identificación del área de explotación y de su entorno, 
con expresión de los lugares previstos para la corta, accesos, 
vertederos e instalaciones anexas.



b) Descripción del medio físico, con referencia a la geolo­
gía, hidrogeología, hidrología, climatología, suelo, flora, fauna, 
vegetación, paisaje y demás elementos que fueran necesarios 
para su definición.

c) Descripción del medio socioeconómico y cultural: Recur­
sos naturales, uso de los terrenos y aprovechamientos preexis­
tentes, propiedades, monumentos. Instituciones, zonas recreati­
vas, obras de infraestructura, vías de tráfico, instalaciones y 
regímenes jurídicos especiales, en su caso, aplicables a la zona.

2.2 Impacto ambiental.—El titular de la explotación presen­
tará un estudio del impacto ambiental de la actividad sobre 
los recursos naturales de la zona y el medio en general, eva­
luándose los efectos transitorios y definitivos, con el fin de 
planificar la restauración y protección ambiental necesaria.

2.3 Programa de restauración.—Se desarrollará conforme a 
los dos apartados siguientes:

a) Definición, por parte del titular de la explotación, de la 
futura utilización e integración en el medio natural, de los 
terrenos afectados por la explotación, así como enumeración 
general de las restantes medidas de protección previstas para 
poder evaluar la situación ambiental, durante y al término 
del plan de restauración.

b) El programa de restauración comprenderá, con detalle 
suficiente, junto al calendario de ejecución y coste estimado 
de los trabajos de restauración, todas las acciones a seguir 
para el acondicionamiento de los terrenos afectados, la protec­
ción ambiental y de la población, durante y al término del 
plan de restauración. Como mínimo, desarrollará las siguientes 
cuestiones:

— Reconstrucción estabilizada del suelo y acondicionamiento 
superficial del terreno, por revegetación o de otro tipo.

— Protección de las aguas y del paisaje, con especial aten­
ción a vertederos y posibles huecos finales.

— Corrección de las agresiones al medio físico, socioeconó­
mico o cultural, y lucha contra el polvo, ruido y vibraciones.

3. Presentación del plan de restauración:

a) Cuando se trate de concesiones ya otorgadas con ante­
rioridad a la vigencia del presente Real Decreto y tanto para 
las explotaciones en actividad a la entrada en vigor del mismo 
como para reanudar las temporalmente inactivas, o emprender 
otras nuevas, los titulares de la explotación presentarán el plan 
de restauración como anexo y simultáneamente al plan de 
explotación. La restauración procederá, en todo caso, en las 
áreas aún no explotadas, debiendo tenerse en cuenta, además, 
la posibilidad de restaurar o corregir, al menos parcialmente, 
los efectos negativos que, en su caso, se hubieran ocasionado 
anteriormente por labores a cielo abierto, a los espacios natu­
rales afectados. A tal efecto, el titular de la explotación pro­
pondrá en el plan las soluciones oportunas, pudiendo el órgano 
administrativo competente en minería imponer las medidas 
necesarias para la restauración de zonas afectadas por las 
labores ya realizadas.

b) En el caso de una nueva concesión, el órgano adminis- 
trativo competente en minería, para su otorgamiento, podrá 
simplificar provisionalmente la documentación requerida por el 
presente Real Decreto, para los planes de explotación y restau­
ración cuando la misma no pudiera cumplimentarse con carác- 
ter previo al otorgamiento de la concesión. En todo caso, la 
documentación completa habrá de presentarse juntamente con 
el primer plan de labores de la explotación, figurando obliga­
toriamente este requisito como condición especial de la con­
cesión.

Art. 4 ° l. El órgano administrativo competente en minería, 
a la vista de los planes de explotación y restauración, podrá 
aprobarlos, exigir ampliaciones o introducir modificaciones en 
los mismos, sin perjuicio de solicitar, en su caso, informe de 
otros Organismos competentes. Para el plan de restauración, 
su aprobación requerirá un informe previo del Instituto Nacio­
nal para la Conservación de la Naturaleza o, en su caso, del 
órgano ambiental competente de la Comunidad Autónoma, sin 
perjuicio de otras autorizaciones que sean procedentes, con 
arreglo a la legislación vigente.

Los trabajos correspondientes al plan de restauración y su 
inspección final deberán estar supervisados por el órgano ad­
ministrativo competente en minería, con la colaboración del 
Instituto Nacional para la Conservación de la Naturaleza.

2. La obligatoriedad de la ejecución de los planes de explo­
tación y restauración aprobados tendrá la consideración de 
condición especial del título concesional a los efectos previstos 
en la Ley de Minas.

3. En todo caso, la restauración exigible se graduará en 
función de la fisonomía, configuración, características, valor y 
usos del suelo, con anterioridad al inicio de las labores, procu­
rando devolver a los terrenos las posibilidades de utilización 
que tuvieran antes de la explotación. En el caso de que ello 
supusiera un coste económico que hiciera inviable el aprovecha­
miento. el órgano administrativo competente en minería podrá 
aceptar un acondicionamiento que confiera al terreno una uti­
lización distinta a la que tuviera con anterioridad a la explo­
tación. El mismo criterio se seguirá cuando pueda darse al

terreno un tratamiento que mejore sus posibilidades de utili­
zación.

5.º Los trabajos correspondientes al plan de restauración 
serán realizados, en cualquier caso, por el titular de la explo­
tación.

Con el fin de reducir a un mínimo en el transcurso de la 
explotación a cielo abierto los efectos negativos ocasionados al 
medio y los riesgos de diferir la restauración hasta fases más 
avanzadas de aquélla, los planes de restauración y explotación 
se coordinarán de forma que los trabajos de restauración se 
lleven tan adelantados como sea posible a medida que se 
efectúe la explotación.

Art. 6.º 1. En el caso de abandono de las labores por parte 
del titular de la explotación por agotamiento del recurso, re­
nuncia al título o cualquier causa, el órgano administrativo 
competente en minería no aceptará la renuncia ni autorizará la 
caducidad del título o el abandono del laboreo en tanto no se 
proceda a ejecutar íntegramente el plan de restauración apro­
bado.

2. Sin perjuicio de lo anterior y con objeto de asegurar la 
ejecución de las labores de restauración programadas, el ór­
gano administrativo competente en minería exigirá garantías 
suficientes que, pudiendo ser variables en el transcurso de la 
explotación, tengan en cuenta los daños pendientes de correc­
ción en cada momento, sin olvidar las acciones necesarias pos­
teriores a la explotación. A estos efectos se exigirá al titular 
de la explotación la constitución de un depósito, aval u otras 
formas de garantía previstas por la legislación vigente que 
afiancen debidamente actualizado el coste de dicha restaura­
ción. Dicho afianzamiento podrá hacerse de una sola vez o me­
diante la constitución periódica de un fondo económico, de 
acuerdo con la producción, el terreno afectado, el programa o 
condiciones que presente el titular de la explotación y acepte 
el órgano administrativo competente en minería.

3. El incumplimiento del plan de restauración, sin perjuicio 
de las sanciones que correspondan, conforme a la legislación de 
minas, conllevará la correspondiente pérdida, total o parcial, 
de la garantía presentada por el titular de la explotación. En 
el caso de que éste procediera, por cualquier causa, al abandono 
de las explotaciones, el órgano administrativo competente en 
minería aplicará el importe de dicha garantía a la restauración 
de los terrenos.

Art. 7.º Una vez aprobados los planes de explotación y res­
tauración, los sucesivos planes de labores que anualmente los 
desarrollan en virtud de la vigente Ley de Minas se ajustarán 
al programa de actividades y calendario previstos en aquéllos. 
Si más adelante, a juicio del órgano administrativo competente 
en minería o a instancia del titular de la explotación procediera 
a modificarse el plan de explotación, por razones de yacimien­
to, circunstancias ambientales, tecnológicas o cualquier otra, 
el plan de restauración habrá de adaptarse y coordinarse simul­
táneamente al nuevo plan de explotación.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—El aprovechamiento y explotación de recursos mi­
nerales no contemplados por este Real Decreto continuará ri­
giéndose por el Real Decreto 2994/1982, de 15 de octubre, que 
asimismo se aplicará supletoriamente para completar el régi­
men jurídico establecido en la presente norma.

Segunda.—Por el Ministro de Industria de Energía se dic­
tarán las normas a que deben ajustarse la elaboración y apro­
bación de los planes de explotación y restauración, así como 
las disposiciones necesarias en orden al desarrollo del presente 
Real Decreto, procurando que los planes de labores para 1985 
puedan aprobarse de acuerdo con estas normas.

Dichas normas se aplicarán con carácter supletorio de las 
normas adicionales autonómicas o directamente en las Comuni­
dades Autónomas que carecieran de competencia normativa en 
la materia o que, teniendo tal competencia, no la hayan ejer­
citado.

DISPOSICION TRANSITORIA

Para las explotaciones que se encuentren en actividad a la 
entrada en vigor del presente Real Decreto —a las que también 
se exige la presentación, para su aprobación, de un plan de 
explotación, dada la necesidad de adaptar los planes actuales 
a la restauración del espacio natural, dentro del aprovecha­
miento racional de estos recursos energéticos—, el plazo de 
presentación de los planes de explotación y restauración finali­
zará el 1 de septiembre de 1984.

Si dentro de este plazo no pudiera finalizarse alguno de 
los estudios específicos exigidos, los órganos administrativos 
competentes en minería podrán autorizar la presentación de los 
mismos simultáneamente al plan de labores correspondiente 
a 1985.

Dado en Madrid a 9 de mayo de 1984.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Industria y Energía,
CARLOS SOLCHAGA CATALAN


